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ACCESO A LA INFORMACIÓN

Por qué es importante una ley de acceso a la información

Todos los habitantes de una nación, una provincia, una ciudad o un barrio, tienen derecho a saber qué es lo que hacen sus gobernantes y los funcionarios de turno.
En realidad, los gobiernos pretenden convencer a la población de que a través de las gacetillas de prensa, las propagandas por radio, televisión, en los diarios o en la Internet, y las conferencias de prensa que –en mayor o menor medida- ofrecen a los medios, ellos informan de todo lo que hacen.

Es cierto que a través de ellos la comunidad se informa, pero solamente de lo que el gobierno quiere, y de la forma en que ellos quieren que se haga.

Parten de la idea de que ellos fueron elegidos por cuatro años para administrar la cosa pública, y que en ese período de tiempo pueden hacer lo que se les ocurra. Interpretan que el voto es un cheque en blanco que le dan los ciudadanos y las ciudadanas para que se manejen a gusto y placer.

En realidad, la cuestión es exactamente a la inversa. Los y las habitantes de una nación, una provincia o una ciudad, forman parte de una gran estructura que es el Estado. Cada cuatro años, eligen a un grupo de gente (presidentes o presidentes, gobernadores o gobernadoras, intendentes o intendentas) para que administren los dineros públicos, los bienes y los servicios que son de todos; para que planifiquen políticas de corto, mediano y largo plazo para crecer, desarrollar la nación, y garantizar la inclusión social de todos los habitantes. Y es una obligación ciudadana controlar en forma permanente los actos de gobierno.

Cuando se habla de la publicidad de los actos de gobierno, no se está diciendo que el gobierno tiene que hacer una publicidad de todos sus actos, sino que éstos deben ser públicos, abiertos, transparentes, fácilmente verificables y controlables. La ciudadanía no quiere que gasten plata en un aviso: quiere saber qué hace y cómo lo hacen. 
De esto se trata: de saber. Saber para opinar, para expresarse, para tomar decisiones, para criticar, para aplaudir.

Normas, leyes y pactos

La Constitución Nacional
 en su artículo 14 dice que todos los habitantes de la nación tienen el derecho de “peticionar a las autoridades” y  de “publicar sus ideas por la prensa sin censura previa”, entre otros. Es decir que todos y todas (sean argentinos, extranjeros, de cualquier raza, sexo o religión) tienen libertad para buscar información, recibirla y difundirla, como también sus ideas, pensamientos o sentimientos, y por cualquier medio. 

Esta libertad no sólo está garantizada por la Constitución nacional, sino además por una gran cantidad de pactos y tratados internacionales que avaló y suscribió el gobierno argentino. Entre ellos, el Pacto de San José de Costa Rica
, que en su artículo 13 postula que toda persona tiene derecho “a la libertad de pensamiento y de expresión”, lo que comprende “la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”. 

A pesar de que la Constitución Nacional garantiza el derecho a la información y a la libre expresión, no existe en Argentina una ley que regulen el modo en que el gobierno debe hacerlo.

Cuando asumió la primera presidencia, Néstor Kirchner redactó el decreto 1172/03, de Acceso a la Información Pública, que dice que cualquier persona, sin tener que dar explicaciones sobre para qué quiere los datos, ni tener que ser representado por un abogado, le puede pedir información a organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo la órbita del Poder Ejecutivo Nacional. También a las organizaciones privadas que reciban subsidios o aportes del Estado, o instituciones administradas por el Estado, o que presten servicios públicos. Quedan afuera los poderes Legislativo y Judicial, que no podrían ser incluidos en un decreto del Poder Ejecutivo, pero que también están obligados a garantizar el libre acceso. 

Lo que implica este decreto es que cada ministerio, secretaría o dirección que funcione en la administración pública, la empresa de recolección de basura, la de transporte público, o hasta una escuela que recibe aportes del Estado, están obligados a dar información si alguien se la pide. Se fija un plazo de 10 días, que puede ser prorrogado por otro similar.

Este decreto asegura que la información pública constituye “una instancia de participación ciudadana por la cual toda persona ejercita su derecho a requerir, consultar y recibir información”. Y dice que su objetivo es “permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz”.

Estos son los aspectos importantes de esta norma:

· Todos y todas tienen derecho a acceder a la información pública, sean argentinos o extranjeros.

· Nadie tiene que dar explicaciones sobre para qué quiere la información.

· Nadie debe recurrir a un abogado para acceder a esa información.

· Sólo basta redactar una nota pidiendo el o los datos que necesita.

· Los funcionarios que no den la información en tiempo y forma serán sancionados.

Si bien se trata de una herramienta importante, que es utilizada por medios y periodistas particularmente de la Capital Federal, sigue siendo un decreto del Ejecutivo, y  el tema no ha vuelto a ser tratado por el Congreso Nacional desde que el proyecto más importante
 perdió estado parlamentario, en 2005.

¿Para qué sirve saber? 
Fundamentalmente, para decidir. Decidir acerca de nuestro presente y nuestro futuro. Para saber si este gobierno está administrando bien nuestros bienes o si debemos buscar otra opción. Para definir si los votaremos en las próximas elecciones o si nos inclinaremos por otra alternativa política. 

Si esa decisión estuviera basada –exclusivamente- en lo que se ve en los partes de prensa y las propagandas que hace el gobierno por radio y televisión, se podría concluir que se trata de gobiernos extraordinarios, que hacen un montón de cosas y todas bien! Entonces volverían a ser votados una y otra vez. 
Pero informarse requiere –siempre y en todo lugar- de un esfuerzo. Un gran esfuerzo. Mucha gente cree que si escucha el panorama de la radio y mira Telenoche, está completamente informado de lo que pasa. Cree que así sabe, y entonces se puede dedicar a mirar Tinelli sin problemas. Pero lo correcto es salir a averiguar. 

Es necesario mirar Telenoche. Pero también el noticiero de la televisión pública, el de Telefé y el de América. Y la radio nacional pero también la radio comunitaria. El Río Negro, pero también La Mañana. Esto permite confrontar ideas, informaciones, puntos de vista. Y a partir de ahí tomar decisiones.

Pero esta responsabilidad de estar informado también requiere que los habitantes de esta tierra, pidan información a los gobernantes. Todos y todas tienen derecho a pedirle información al gobierno. No es cierto que hay que ser periodista para conocer cuál fue el gasto público del 2007. No hay que ser abogado para lograr que el gobierno le diga cuánto gastó en publicidad este año. No se necesita tener un canal de televisión, una radio o un diario para preguntarle al gobierno cuánto invierte en asistencia social durante un determinado período de tiempo.
Se podría decir que “el conocimiento de la actividad del Estado por parte de los ciudadanos permite la participación en la cosa pública generando un escenario de confianza y seguridad en la gestión estatal
”. Esta lectura positiva del tema debería servir de argumento suficiente para que los gobiernos nacional, provinciales y comunales sancionen este tipo de normas regulatorias. Pero no lo es.

Es que el derecho a la información tiene una faceta importante: la de permitir hacer efectivo el cumplimiento de otros derechos, como la salud, la educación o la seguridad. Esto es así porque a través del acceso a la información, se puede solicitar informes sobre la situación ambiental, la política de construcción de viviendas, la política sanitaria, el presupuesto general y discriminado, cuál es la inversión en educación y cómo se ejecuta, entre otros temas. 

El acceso como medio de presión

Hay un caso que demuestra hasta dónde llega la prepotencia del gobierno para ocultar la información oficial, y para castigar a los medios por sus coberturas “inconvenientes” para el poder político.

Este caso se inició el 7 de diciembre de 2002 cuando el diario Río Negro publicó una denuncia del ex diputado provincial de Neuquén, Jorge Taylor contra el vicepresidente primero de la Legisla​tura de la provincia (Osvaldo Ferreira), según la cual, el legislador Ferreira (un hombre cercano al entonces gobernador de Neuquén, Jorge Sobisch) le habría ofrecido un crédito de 640.000 pesos para que diera quórum para permitir el tratamiento de las ter​nas propuestas por el gobernador provincial para cubrir las vacantes que existían en el Superior Tribunal de Justicia "con abogados de su confianza".

El gobierno de Sobisch “en represalia a la publicación y difusión de aquella noticia y con una actitud ‘discriminatoria’ hacia el diario, comenzó inmediatamente una campaña de desprestigio en su con​tra”. Como una de sus manifestaciones, privó a ese diario totalmente de publicidad oficial, tanto de la administración central como también de la descen​tralizada. Pero además, le cortó al diario todas las fuentes de acceso a la información. 

El secretario de Información Pública de la provincia, Juan Manuel Sandoval, dejó de convocar al diario Río Negro, a la radio FM Calf-UNC y a otros medios independientes, a las conferencias de prensa oficiales. Tampoco les informaba sobre los movimientos y la agenda del gobernador. 

La mayoría de los funcionarios dejaron de atender a los periodistas del diario y de la FM Calf. Algunos –incluso- huían ante la presencia de periodistas en lugares públicos como el aeropuerto. 

El propio gobernador Jorge Sobisch, emprendió desde ese día una batalla personal contra todos los periodistas de los medios independientes, sobre todo contra los del diario Río Negro -el que más despliegue dio a las denuncias de las cámaras ocultas- y en particular contra aquellos que hacían preguntas cuyas respuestas Sobisch no quiere dar. 

Las agresiones nunca cesaron y comenzaron a mezclarse con burlas y denostaciones permanentes contra los trabajadores de prensa. En más de una oportunidad, ante preguntas incómodas, Sobisch terminaba preguntándole al periodista de qué partido es. Casi a diario, algún movilero, camarógrafo, redactor o cronista es víctima de alguna agresión por parte del poder de funcionarios del gobierno neuquino encabezado por Sobisch
. 

El 5 de septiembre de 2007, la Corte Suprema de Justicia de la Nación hizo lugar a un recurso de amparo presentado por el diario Río Negro contra el gobierno de Jorge Sobisch por considerar que “no fue lícito que el mandatario haya privado de publicidad oficial a este diario por difundir ‘una noticia contraria’ a sus preferencias”. La Corte Suprema de Justicia consideró que la provincia tenía “libertad para asignar sus recursos a discreción”, y que “los medios de comunicación no gozan de un derecho subjetivo a obtener publicidad oficial, el Estado debe abstenerse de realizar actos que de manera directa o indirecta impliquen una restricción ilegítima a la libertad de prensa”. Entre estos actos se incluyen las restricciones, limitaciones y supresiones a este derecho por medios económicos, como es el caso de la asignación de la publicidad oficial.

Qué provincias tienen leyes de acceso a la información

La ciudad autónoma de Buenos Aires y 11 provincias argentinas tienen leyes, decretos o decretos ley de acceso a la información, aunque el derecho está garantizado en todas las constituciones. La mayoría de las normas son de este siglo, aunque en un par de estados datan de hace más de 20 años. La provincia de Buenos Aires
 tiene una ley algo restrictiva y un decreto posterior que amplía su alcance. Tienen leyes Chubut, Córdoba y Misiones. 

La provincia de La Pampa tiene una ley que considera que los únicos sujetos con derecho a acceder a la información son los “periodistas profesionales” y también los propietarios de los medios de comunicación cuya actividad está normada por el Estatuto del Periodista Profesional (Ley 12908). Esta decisión es completamente contradictoria con las leyes nacionales y los pactos internacionales, que determinan que el acceso a la información es de todos y todas las ciudadanas, sin restricciones de ningún tipo. También burlan los estándares fijados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Opinión Consultiva 5/85.
Tierra del Fuego tiene una de las legislaciones más avanzadas de todo el país, no sólo por el alcance (los tres poderes del Estado), sino porque también comprende a los órganos de contralor. La ley fue el producto de un intenso trabajo conjunto entre legisladores y organizaciones de la sociedad civil preocupadas por la cuestión del acceso a la información, la transparencia y la calidad democrática. 

Siguen en la lista las provincias de Santiago del Estero, Salta (es un decreto), Jujuy, Entre Ríos (la más nueva) y Río Negro, que tiene la más antigua: es de 1984, aunque reformada en 2000. 

No tienen decretos ni leyes específicas la mayoría de las provincias del norte (Catamarca, Chaco, Corrientes, Formosa, La Rioja, Tucumán), Santa Fe, las cuyanas Mendoza, San Juan, San Luis, ni las patagónicas Santa Cruz y Neuquén, que pese a su legislación de avanzada en lo social, quedó atrasada en la vigencia de este derecho.

Situación en Neuquén

Como correlato de lo que establece la Constitución Nacional, la provincia de Neuquén garantiza el mismo derecho a la información y la libertad de expresión. En el capítulo de Derecho Personales (Título II, Capítulo I)- el artículo 25 resguarda de modo general la libertad de expresión. Dice:

“Es inviolable la libertad de expresar pensamientos y opiniones por cualquier medio, sin censura previa. No será trabajo el libre acceso a las fuentes de información. No podrá dictarse ley ni disposición alguna que acorte, restrinja o limite la libertad de prensa. Solamente podrán considerarse abusos a la liberad de expresión los hechos constituidos de delitos comunes. Su calificación y juzgamiento corresponde a los jueves y tribunales, pero en ningún caso podrá considerare el hecho como flagrante ni disponerse la clausura ni secuestro de las imprentas, talleres y demás instalaciones, principales o accesorias, como instrumento de delito” (Artículo 25).

Sin embargo, no hay ni una sola ley que –como aquel decreto nacional- regule la forma, tiempos, requisitos y condiciones que tienen los gobernantes para dar información.

Ahora bien: ¿hace falta una ley para garantizar algo que está consagrado en la Constitución nacional, la provincial, y los pactos y tratados internacionales? Se supone que no. Pero mientras tal ley no exista, los gobernantes electos y funcionarios se hacen los distraídos. Incluso cuando la justicia los obliga.

Los proyectos neuquinos

La provincia de Neuquén no tiene ley (ni decreto) de acceso a la información. Existen dos proyectos –uno de la diputada Soledad Martínez que propone que “Toda persona física o jurídica,  sin obligación de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho ni interés alguno, tiene derecho de acceder a información pública contenida en documentos administrativos correspondientes a organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo jurisdicción del Poder Ejecutivo, del poder legislativo y del judicial de la Provincia”.  

Y amplía el campo de alcance de este derecho a “entes privados beneficiarios de aportes o subsidios provenientes de aquellos y quienes cuenten con permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual cuyo objeto sea la prestación de un servicio publico o involucre el uso y goce de bienes del dominio publico, sin necesidad de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho o interés alguno”.

Esta iniciativa propone –además- controlar la distribución de la Publicidad Oficial.
Hay otro proyecto, de la diputada Graciela Muñiz Saavedra, que abarca la garantía de acceso a los tres poderes del Estado, entes autárquicos, sociedades del Estado provincial, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, y todas aquellas organizaciones privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien de dominio público.

Lo que tiene de interesante este proyecto que es el primero (y único) presentado por el Movimiento Popular Neuquino, el partido que gobierna la provincia desde hace 42 años en forma ininterrumpida.

Comparación de proyectos

	
	Proyecto Martínez
	Proyecto Muñiz Saavedra

	Ámbito de aplicación
	Organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo jurisdicción del Poder Ejecutivo, del poder legislativo y del judicial de la Provincia.  

Entes privados beneficiarios de aportes o subsidios provenientes de aquellos y quienes cuenten con permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual cuyo objeto sea la prestación de un servicio publico o involucre el uso y goce de bienes del dominio publico.
	Los tres poderes del Estado -Ejecutivo, Legislativo y Judicial-,  entes autárquicos, sociedades del Estado provincial, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, y todas aquellas organizaciones privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien de dominio público

	Solicitantes
	Toda persona física o jurídica.
	No especifica.

	Fundamentación
	No hay obligación de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho ni interés alguno
	

	Procedimiento
	La solicitud se presentará por escrito firmado en el que consten los datos identificatorios personales del solicitante.No es  necesaria ningún otro tipo de formalidad. 
	No especifica.

	Gratuidad
	El acceso a la información requerida será gratuito sin perjuicio de los costos de reproducción que en su caso serán a cargo del solicitante.
	El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera su reproducción. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante, sin perjuicio de las tasas retributivas de servicios o sellados reguladas por ley.

	Plazos
	El requerimiento deberá ser respondido dentro de un plazo de 10 (diez) días hábiles,  el que podrá ser prorrogable por única vez y por motivos fundados por el mismo período.
	Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles. El plazo puede ser prorrogado en forma excepcional por otros diez (10) días hábiles, de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. 

	Penalizaciones
	Vencidos los plazos perentorios dispuestos queda expedita la acción de amparo prevista en la Ley Provincial 1981. Esto hará pasible al funcionario que incurriere en mora o denegare el pedido del pago de las costas y/o las astreintes que el mismo devengare.

El funcionario que en forma arbitraria e injustificada obstruyere,  entorpeciere total o parcialmente el goce efectivo del derecho garantizado en esta ley y las normas concordantes que en consecuencia se dicten será considerado incurso en falta grave.
	Si una vez cumplido el plazo establecido la demanda de información no se hubiera satisfecho, se considera que existe negativa en brindarla, quedando habilitada la acción de pronto despacho o de amparo por mora.

La denegatoria de la información debe ser dispuesta por un funcionario de jerarquía equivalente o superior a Director General, por acto fundado, si verifica que no posee la misma o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en la presente.
El funcionario público que en forma arbitraria e injustificada obstruya el acceso a la información requerida, la suministre en forma incompleta, permita el acceso a información eximida de los alcances del presente u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta Ley, se considera incurso en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades previstas en los Códigos Civil y Penal.

	Excepciones
	- cuando la información contenga datos de carácter confidencial secreto o reservado en resguardo de intereses superiores.

- cuando se trate de información que responda a una estrategia de legítima defensa en causa judicial. 

- la divulgación de ellos pudiera perjudicar el derecho de privacidad de terceros o afectar su honor. 

- cuando leyes o decretos provinciales resguarden informaciones declarándolas confidenciales.  Sin perjuicio de ello,  transcurrido el plazo de 10 años contados desde su sanción,  las mismas serán de carácter público.

- sea información que pueda poner en peligro el correcto funcionamiento del sistema financiero o bancario provincial

- información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero obtenida en carácter confidencial. 
	- Cuando afecte la intimidad, privacidad u honor de las personas, 

- cuando se trate de información suministrada por terceros en carácter confidencial,

- cuando se trate de información cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial,

- cuando resulte protegida por el secreto profesional o bancario, 

- cuando la información se encuentre legalmente declarada secreta  o reservada.

	Procedimientos
	La solicitud se presentará por escrito firmado en el que consten los datos identificatorios personales del solicitante. No es necesaria ningún otro tipo de formalidad. El organismo, entidad o dependencia entregará constancia formal de la formulación del pedido de acceso a documentos administrativos con indicación de lugar, fecha y hora. 
	El procedimiento para acceder a la Información Pública se rige por los principios de igualdad, publicidad, celeridad, informalismo,  gratuidad y oportunidad.

	Publicidad Oficial
	Si
	No


Qué debería contener una ley de acceso a la información

Como parte del trabajo de concientización acerca de la importancia de contar con una ley de acceso a la información, el Sindicato de Prensa de Neuquén, la asociación Civil Convocatoria Neuquina y la Cooperativa (8300), realizamos en el año 2005 y 2006 una serie de consultar y talleres en diversas localidades de la provincia. Allí recogimos las inquietudes de periodistas y vecinos sobre los puntos que debería tener una ley de acceso a la información. 
La ADC nos dio un marco importante para este trabajo, y como resultado de ese debate, concluimos que si la legislatura neuquina (alguna vez) se decidiera a tratar la aprobación de una ley de acceso, debería tener en cuenta que:
· La elaboración de la norma deberá considerar los proyectos de ley presentados en la Legislatura Provincial por la Asociación de Periodistas y el Sindicato de Prensa de Neuquén, por lo que también se deberá convocar a estas instituciones interesadas a trabajar en el proyecto y tratamiento de la futura ley.

· El  proyecto deberá considerar como responsables de brindar información a los tres poderes del Estado, organismos, entidades, empresas, dependencias, entes descentralizados, fundaciones, sociedad anónimas con participación estatal mayoritaria y empresas que reciban aportes o subsidios del Estado.

· Debe considerar como solicitante de información a toda persona física y jurídica, sin distinción de sexo, raza, religión, ideología o identidad político partidaria.

· No se pedirán explicaciones sobre para qué se requiere la información.

· La información será entregada en forma gratuita.

· Se deben fijar plazos razonables para que los funcionarios entreguen la información.

· Las excepciones, si las hubiera, deben estar taxativamente explicitadas y justificadas en la ley.

· El funcionario que se niegue a dar información, debe ser sancionado

· Debe determinar taxativamente, cuáles son los procedimientos que un ciudadano debe seguir en caso de que no se le brinde la información requerida.

· Si en un plazo de 90 días la norma no es reglamentada por el Poder Ejecutivo, será sancionada tácitamente.

Neuquén de 5 Mayo de 2008

Nota Nº 24/08

A la señora Presidente de 

la Honorable Legislatura 

de la Provincia del Neuquén

Dra. Ana Pechén

S____________/____________D
De mi mayor consideración:

Tengo el agrado de dirigirme a Ud. y por su digno intermedio al cuerpo de la Cámara a los efectos de presentar el siguiente proyecto de ley de reglamentación del Artículo 25 de la Constitución Provincial, para su posterior tratamiento y aprobación.

Sin otro particular me despido con atenta consideración.

La Legislatura de la Provincia

del Neuquén sanciona con fuerza

de Ley

Titulo I

De la Información Pública

Artículo 

1º Objeto La presente reglamenta el artículo 25 de la Constitución Provincial, en lo referido al libre acceso a la información pública. 
Artículo 

2º Ámbito de aplicación. Toda persona física o jurídica,  sin obligación de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho ni interés alguno,   tiene derecho de acceder a información pública contenida en documentos administrativos correspondientes a organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo jurisdicción del Poder Ejecutivo, del poder legislativo y del judicial de la Provincia.  El presente comprende también a entes privados beneficiarios de aportes o subsidios provenientes de aquellos y quienes cuenten con permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual cuyo objeto sea la prestación de un servicio publico o involucre el uso y goce de bienes del dominio publico, sin necesidad de alegar fundamento o causa ni acreditar derecho o interés alguno.

ARTICULO 

3º Documentos Administrativos Entiéndase como documentos administrativos a los fines de la presente ley a toda presentación gráfica, fotocinematográfica, electromagnética, informática, digital o de cualquier otra especie que contenga datos o informaciones provenientes de órganos públicos del Poder Ejecutivo Provincial cuya divulgación no se encuentre prohibida expresamente por la ley. 

ARTICULO 

4º Principios Generales El procedimiento de acceso a documentos administrativos debe garantizar el respeto por los principios de publicidad, celeridad, informalidad, accesibilidad, igualdad y gratuidad. 

Titulo II

Del acceso a la Información

Capítulo I: Requerimientos

Artículo 

5º La solicitud se presentará por escrito firmado en el que consten los datos identificatorios personales del solicitante y ante la dependencia oficial que ha conformado el documento o lo retiene en su poder, no siendo necesario ningún otro tipo de formalidad. 

ARTICULO 

6º Constancia de la solicitud El organismo, entidad o dependencia entregará constancia formal de la formulación del pedido de acceso a documentos administrativos con indicación de lugar, fecha y hora. 

ARTÍCULO

7º La información requerida deberá ser provista en forma impresa y o en soportes magnéticos para su agilización. El requerimiento deberá ser respondido dentro de un plazo de 10 (diez) días hábiles,  el que podrá ser prorrogable por única vez y por motivos fundados por el mismo período. 
El acceso a la información requerida será gratuito sin perjuicio de los costos de reproducción que en su caso serán a cargo del solicitante. 

Artículo 

8º Es obligación de los poderes del estado a través de las áreas pertinentes, garantizar la publicación y difusión de la información pública en el/los sitio/s web oficial/les detallado por repartición de acuerdo al organigrama oficial en el que deberán describirse las competencias de cada una de ellas. La periodicidad de publicación no deberá superar los 30 (treinta) días.

Artículo 

9º Si existiere complejidad en la recopilación de los datos solicitados o fuere voluminoso, se deberá garantizar el acceso personal del solicitante al material requerido, con el resguardo correspondiente del mismo. 

Artículo 

10º Vencidos los plazos perentorios dispuestos en el artículo 3º de la presente ley,  queda expedita la acción de amparo prevista en la Ley Provincial 1981.  La misma podrá ser interpuesta ante la denegación de la información solicitada, o cuando esta resultare escasa o ambigua.  La procedencia del amparo interpuesto,   hará pasible al funcionario que incurriere en mora o denegare el pedido del pago de las costas y/o las astreintes que el mismo devengare.

Artículo 

11º El funcionario que en forma arbitraria e injustificada obstruyere,  entorpeciere total o parcialmente el goce efectivo del derecho garantizado en esta ley y las normas concordantes que en consecuencia se dicten será considerado incurso en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran caberle conforme lo previsto en los Códigos Civil y Penal de la Nación. 

Capítulo II Excepciones

Artículo 

12º El Estado podrá excusarse de brindar la información requerida,  en los casos que con carácter de excluyente a continuación se enumeran:

a) cuando la información contenga datos de carácter confidencial secreto o reservado en resguardo de intereses superiores.

b) cuando se trate de información que responda a una estrategia de legítima defensa en causa judicial. 

c) la divulgación de ellos pudiera perjudicar el derecho de privacidad de terceros o afectar su honor 

d) cuando leyes o decretos provinciales resguarden informaciones declarándolas confidenciales.  Sin perjuicio de ello,  transcurrido el plazo de 10 años contados desde su sanción,  las mismas serán de carácter público.

e) sea información que pueda poner en peligro el correcto funcionamiento del sistema financiero o bancario provincial

f) información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero obtenida en carácter confidencial; 

La negativa a suministrar la información deberá contar con fundada justificación,  conforme lo aquí dispuesto,  haciendo explícita la causal invocada y deberá notificarse personalmente y en forma escrita.

Título III
Publicidad Oficial

Capítulo I Registro Provincial de Medios y publicidad oficial

Artículo 

13º Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo Provincial el Registro Provincial de Medios de Difusión y Publicidad Oficial. A estos efectos se conformarán las siguientes dependencias:

a) Registro de Medios de Difusión Los medios de comunicación orales, gráficos, televisivos que contraten en forma directa o indirecta con el Estado deberán con carácter previo,  inscribirse en el presente registro.  Para dicha inscripción será indispensable presentar la totalidad de la documentación que acredite el cumplimiento de las normas exigidas a los medios para su existencia como tales,  acreditadas por los organismos competentes en la materia así como también la observancia de las normas impositivas nacionales, provinciales y/o municipales. 

b) Registro de Publicidad Oficial Mediante el mismo se establecerá un criterio transparente para la selección de medios, que contará con un sistema de precios testigos, medición de circulación o audiencias, perfil del medio y el público al que va destinado. En dicho Registro deberá inscribirse: número de orden de publicidad; fecha de contrato; dependencia contratante; el objeto del mismo; identificación del medio contratado; características de la publicidad contratada en cuanto espacio, dimensión, duración y demás elementos que constituyan la unidad de medida de facturación, su monto y forma de pago. 

La reglamentación determinará la/s dependencia/s del Poder Ejecutivo que tendrá/n a su cargo los Registros mencionados y que recibirá/n las comunicaciones en las que se detalla la información especificada en el presente artículo. 

Capítulo II

Difusión de los actos de Gobierno
Artículo 

14º A partir de la sanción de la presente norma, deberá surgir claramente de las publicaciones en el boletín oficial los objetos de las normas sintetizados, los nombres de las personas, instituciones y organismos a los que alcanzan las mismas y, cuando incluyan montos de dinero, la cifra exacta de cada uno de ellos. También deberán incluirse los anexos a los que remita cada norma.

Artículo 

15º Deberán asimismo incluirse en el Boletín Oficial todas las compras y contrataciones directas que realicen los tres poderes del estado, organismos descentralizados, entes autárquicos, y todos aquellos organismos que tengan alguna dependencia directa o indirecta con el estado provincial. En dicha publicación deberán describirse el objeto de la contratación; la firma beneficiaria de la contratación; los rubros y montos de cada uno de ellos;  monto y fecha de contratación; las sumas abonadas y fecha en que se hizo efectivo;  número de expediente;  motivo de la contratación ó de la compra directa.

Fundamentos

El derecho a la información pública, que en nuestro país está garantizado por la constitución nacional, a través de la incorporación con rango constitucional de pactos internacionales - art. 75, inc. 22- se transforma en una herramienta fundamental de los ciudadanos para controlar al estado, conocer su accionar y actuar en defensa de otros derechos fundamentales que les asisten. 

El derecho a la información pública es en sí mismo un derecho cívico íntimamente vinculado con otros derechos, como la salud, la igualdad, la libre elección, solo pasibles de ser exigidos y de ejercerse a partir de contar con una sociedad correctamente informada. 

En el inciso primero del artículo 13 la Convención Americana de Derechos Humanos, en el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, se establece que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística. 

En idéntico sentido nuestra carta magna en su artículo 25 expresa “Libertad de pensamiento (…) Es inviolable la libertad de expresar pensamientos y opiniones por cualquier medio, sin censura previa. No será trabado el libre acceso a las fuentes de información …”.
La transparencia en la gestión pública es una de las condiciones fundamentales que hacen a un verdadero sistema democrático y son los ciudadanos los que pudiendo hacer efectivo este derecho, a través de pedidos concretos de información a los distintos órganos estatales generan una verdadera participación de la sociedad civil en el desarrollo de la cosa pública articulando de esta forma las relaciones de poder entre ella y la autoridades en pos de una república más democrática 

Resulta indudable que un síntoma de madurez de una sociedad se evidencia cuando sus habitantes participan activamente pidiendo información al Estado y de allí se puede inferir la existencia de una verdadera república. 

Como antecedente podemos citar que existen hoy ocho provincias que cuentan con leyes que garantizan este derecho frente a los gobiernos respectivos. Ellas son Buenos Aires, Chubut, Córdoba, Jujuy, La Pampa, Río Negro, Tierra del Fuego y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Provincias como Mendoza y Misiones, a pesar de no contar con leyes que garanticen en sentido amplio el acceso a la información pública, tienen previsiones legales específicas sobre este derecho en relación con la protección del medio ambiente. Misiones, al igual que Entre Ríos, y Salta, cuentan con decretos que regulan en líneas generales el acceso a la información pública. 

A fin de garantizar el ejercicio del derecho a la información pública por parte de los ciudadanos, el estado debe llevar adelante medidas conducentes y sostenerlas tanto materialmente cómo políticamente. En igual sentido será necesario adecuar el marco legal promoviendo la sanción de normas que respeten los requisitos fundamentales del derecho de acceso a la información impulsando finalmente acciones de implementación, para poner en marcha en toda su extensión el ejercicio de este derecho. 

Parte del articulado propuesto en la presente ha sido tomado en forma casi textual del proyecto de Ley de Libre Acceso a la Información y de Publicidad de los Actos de Gobierno presentado por la Asociación de Periodistas de Neuquén -Expte P 034/01 proyecto Nº 4417 por interpretar y coincidir con el espíritu de este proyecto.

En capítulo referido a la Publicidad Oficial adherimos al planteo de la Declaración Interamericana de Principios de la Libertad de Expresión adoptada en su 108ª Sesión Ordinaria con fecha del 19 de octubre de del año 2000 en su artículo 13,  el mismo textualmente reza “ la utilización del poder del estado y los recursos de la hacienda pública, la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de la publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar ó premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus lineas informativas, atenta contra la libertad de expresión y debe estar expresamente prohibido por la ley...Presiones indirectas ó directas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la libertad de expresión”.

Consideramos debe ser una política prioritaria del gobierno la democratización de la administración pública, entendida como la realización de todas las acciones necesarias con el objeto de involucrar a los ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil en la formulación, ejecución, control y evaluación de la gestión pública. 

El libre acceso a la información no es el equivalente a la "publicidad de los actos de gobierno". Mientras que el primero, es un derecho de cualquier persona a acceder a la información seleccionada por ella, el segundo es un deber del Estado de dar a conocer al público sus propias decisiones: proyectos de leyes o leyes, reglamentos, resoluciones, etc,  ambas vitales para ele ejercicio de derechos ciudadanos como se hubo desarrollado y por ello también hemos dedicado un capítulo a la forma de la publicación en el boletín oficial.

El libre acceso a la información incluye el acceso, por parte de cualquier persona, a la documentación integrada por los expedientes públicos, minutas de reuniones, correspondencia, dictámenes técnicos, estudios científicos o a cualquier documentación financiada por los presupuestos públicos. También abarca la información sobre políticas, programas, planes y proyectos; la información sobre las diversas instancias de toma de decisiones, las oportunidades para efectuar comentarios orales o escritos, las opiniones provenientes del público y de organizaciones técnicas.

El fundamento teórico para acceder libremente a la información se basa en la naturaleza pública de la misma. Se trata de información relevante a la vida y a las decisiones que afectan a la comunidad en su conjunto.  La eficiencia de la participación ciudadana está condicionada directamente a la información con que se cuente. La desinformación y la información inexacta o inoportuna afectan sustancialmente la calidad de participación pública.

El contexto provincial histórico en el que enmarcamos el presente proyecto,  abona con sobrados ejemplos el necesario dictado de una norma que regule y legisle en esta materia. Los habitantes de esta provincia hemos sido testigos del permanente uso indebido de la publicidad oficial para premiar o castigar a medios de comunicación y periodistas usando como herramientas el retiro de publicidad como represalia por artículos periodísticos críticos, la asignación discriminatoria de publicidad a favor de medios progobierno y uso del poder de la de publicidad para influir en el contenido de los mismos.

Por todo lo expuesto es que pedimos la aprobación de este proyecto.

Neuquén, 6 de mayo  de 2008

Señora Presidenta

Honorable Legislatura  de la Provincia del Neuquén

Dra. Ana Maria Pechen

Su Despacho

                                                         Tengo el agrado de dirigirme a Ud. y por su intermedio a la Honorable Legislatura de la Provincia del Neuquén,  con el objeto de remitir para su tratamiento, el proyecto de Ley de Acceso a la Información Pública.

                                                 
  Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente.-

Artículo 1º.— Objeto:  La presente ley tiene por objeto hacer efectivo el Derecho de Acceso a la Información Pública con la finalidad de permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz.

Artículo 2º.—  Ámbito de Aplicación: La presente Ley es de aplicación en el ámbito de los poderes del Estado provincial  -Ejecutivo, Legislativo y Judicial-,  entes autárquicos, sociedades del Estado provincial, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, y todas aquellas organizaciones privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien de dominio público.

Respecto a la información del Poder Legislativo y Judicial, deberá proporcionarse toda aquella información que se encuentre relacionada con el ejercicio de sus funciones administrativas.

Artículo 3º.— Alcances: El Derecho de  Acceso a la Información Pública comprende la libertad de requerir, consultar, recibir y difundir información de cualquiera de los poderes y organismos mencionados en el artículo 2º, con las únicas limitaciones, restricciones y condiciones que establece la presente, sin perjuicio del criterio de razonabilidad del funcionario responsable de otorgar la información.

Artículo 4º.— Información Pública: Se presume Información Pública, a los efectos de la presente, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto administrativo, así como las actas de reuniones oficiales, contenida en documentos escritos, fotográficos, grabaciones, soporte magnético, digital o en cualquier otro formato y que se encuentre en posesión y control de los poderes u organismos mencionados en el artículo 2º.

Artículo 5º.— Limitaciones: El derecho de acceso a la Información Pública solamente podrá ser limitado en los siguientes supuestos:

a) Cuando afecte la intimidad, privacidad u honor de las personas, 

b) cuando se trate de información suministrada por terceros en carácter confidencial,

c) cuando se trate de información cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial,

d) cuando resulte protegida por el secreto profesional o bancario,

e) cuando la información se encuentre legalmente declarada secreta  o reservada.

Artículo 6º.— Principios: El procedimiento para acceder a la Información Pública se rige por los principios de igualdad, publicidad, celeridad, informalismo,  gratuidad y oportunidad.

Artículo 7º.— Accesibilidad: Todos los organismos sujetos a brindar información deben prever su adecuada organización, sistematización, disponibilidad y actualización, asegurando un amplio y fácil acceso dentro de sus respectivos ámbitos de actuación.

Artículo 8º.— Gratuidad: El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera su reproducción. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante, sin perjuicio de las tasas retributivas de servicios o sellados reguladas por ley.

Artículo 9º.— Plazos: Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles. El plazo puede ser prorrogado en forma excepcional por otros diez (10) días hábiles, de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. En su caso, el organismo requerido debe comunicar fehacientemente, por acto fundado y antes del vencimiento,  las razones por las que hace uso de la prórroga excepcional.

Artículo 10.— Silencio: Si una vez cumplido el plazo establecido en el artículo anterior,  la demanda de información no se hubiera satisfecho, se considera que existe negativa en brindarla, quedando habilitada la acción de pronto despacho o de amparo por mora.

Artículo 11.— Denegatoria: La denegatoria de la información debe ser dispuesta por un funcionario de jerarquía equivalente o superior a Director General, por acto fundado, si verifica que no posee la misma o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en la presente.

Artículo 12.— Responsabilidades: El funcionario público que en forma arbitraria e injustificada obstruya el acceso del solicitante a la información requerida, la suministre en forma incompleta, permita el acceso a información eximida de los alcances del presente u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta Ley, se considera incurso en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades previstas en los Códigos Civil y Penal.

Artículo 13.— Reglamentación: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley  en el plazo de noventa (90) días contados desde su promulgación.

Artículo 14.— Comuníquese al Poder Ejecutivo provincial.

FUNDAMENTOS

En los sistemas democráticos actuales, la división de poderes constituye uno de los pilares fundamentales para el ejercicio del control del poder. El otro pilar, está constituido por los derechos fundamentales, que garantizan el margen de la acción propia de los ciudadanos, quienes a través del voto, ejercerán el último control sobre el poder. 


El principio republicano de división y equilibrio de poderes permite la fiscalización de los actos de los distintos poderes entre sí, a fin que ninguno de ellos pueda ejercer de manera ilimitada sus funciones.  Sin embargo, este sistema de frenos y contrapesos resulta insuficiente y “débil” como mecanismo de control. Un auténtico control democrático sobre las tres ramas del poder estatal requiere el acceso de las personas a la información oficial. 


En este marco, el acceso a la información pública es la herramienta fundamental con la que cuenta la sociedad civil para controlar a las instituciones. De hecho, ella sólo puede involucrarse activamente en la “cosa pública” cuando se encuentra bien informada. El acceso a la información pública posibilita a las personas opinar con propiedad y veracidad, contribuyendo de tal modo al debate público de las ideas. Además, les permite investigar los problemas de la comunidad, controlar a los mandatarios y participar en la vida política del Estado.


La información pública es un bien inmaterial pasible de protección jurídica. Según la función que cumpla, se puede definir el acceso a la información como un derecho individual o como un derecho colectivo.


El acceso a la información, tal como lo define la  Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art.13) y Pacto Internacional de Derechos Civiles y  Políticos (art.19), es un derecho individual asociado al derecho de libertad de expresión y comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. En este sentido, el derecho de acceso a la información cumple la función de maximizar el campo de autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad. 


Por otro lado, el acceso a la información se puede definir como un derecho colectivo. Dentro de esta conceptualización, la información se distingue de otros bienes inmateriales, como la propiedad intelectual, las patentes industriales o marcas, por su carácter de medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos y adquiere un marcado carácter público o social. Este carácter público o social tiende a relevar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como mecanismo de control institucional ya que tiene efectos preventivos o institucionales, independientemente del uso que se haga de la propia información. En este sentido, el acceso a la información pública es un derecho 

fundamental fundado en  las características principales del gobierno republicano: la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la administración. 


Es decir, el libre acceso a la información estatal es un derecho condicionante para el ejercicio de otros derechos; tales como el control de los actos de gobierno, los mecanismos de democracia participativa y la libertad de expresión. Por ejemplo, para el ejercicio de los mecanismos de democracia semidirecta consagrados en la Constitución Nacional (arts.39 y 40) y en la Constitución provincial (arts.308 a 312), el libre acceso a la información es un requisito necesario y determinante.  Ya que, ningún ciudadano podrá presentar seriamente un proyecto de ley en ejercicio del derecho de iniciativa popular, ni podrá opinar en una consulta que se le realice en relación a un proyecto de ley u otra cuestión si no puede acceder con anterioridad a la información necesaria.

Es imprescindible distinguir entre el derecho a la información y el derecho de acceso  a la información. Mientras que el primero de los derechos sólo se refiere al conocimiento de  la información producida habitualmente por el Estado, el segundo concierne a la posibilidad por parte de cualquier ciudadano de seleccionar la información que requiere. El derecho a la información obliga al Estado a publicitar sus actos, a elaborar y difundir información. Pero el derecho de acceso a la información obliga a los organismos a organizar y sistematizar la información de modo de facilitar a cualquiera la identificación y acceso de la misma. Este es el aspecto que se busca reglamentar, ya que permite asegurar una verdadera transparencia en la gestión de gobierno y reduce las posibilidades de tergiversación de la información pública.

El derecho al libre acceso a la información pública no es una creación novedosa de nuestra provincia, tiene antiguas raíces en la tradición democrática occidental. En este sentido, la Freedom of Information Act (FOIA) de Estados Unidos de 1966 constituye el esfuerzo más ambicioso y completo en materia de regulación y protección de este derecho básico para la efectivización de la participación ciudadana. La FOIA tiene un doble propósito: incentivar la participación ciudadana en el gobierno y también controlar a los funcionarios. Con el apoyo gubernamental y la continua promoción de esta norma, a lo largo de los años, se ha logrado crear una cultura del acceso a la información en la sociedad norteamericana.

En nuestro país, si bien el derecho de acceso a la Información Pública no se incorpora específicamente en una única norma que contemple la obligación estatal de brindar información a los ciudadanos, el mismo es reconocido explícitamente en la constitución Nacional (artículos 41, 42, 43 y 75 inc.22). A su vez, se han sancionado leyes en las que se prevé el acceso a la información en materias concretas, como la política ambiental (Ley 25831), la defensa del consumidor (Ley 24240) y la protección de datos personales (Ley 25326). La única norma genérica que reglamenta el mandato constitucional es 

el decreto 1172/03 de “Acceso a la Información Pública”, en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional. Aunque desde la perspectiva jurídica, la Constitución Nacional habilita por si misma el ejercicio del derecho de acceso a la información pública (sin necesidad de ninguna otra norma al respecto), la experiencia ha demostrado la necesidad de una ley específica que regule este derecho. Tanto en el ámbito nacional como internacional, es clara la tendencia y la necesidad de reforzar el control ciudadano sobre la gestión pública a partir del principio de que toda información estatal es pública, salvo las excepciones necesarias y establecidas taxativamente por ley.

En el nivel local, la mayoría de las provincias reconocen el derecho de acceso a la información en la Constitución Provincial. En algunas jurisdicciones se avanzado aún más y se han sancionado leyes que expresamente garantizan este derecho. Este es el caso de Buenos Aires (Ley 12475 y Decreto 2549/04), Chubut (Ley 3764), Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Ley 104), Córdoba (Ley 8803), Entre Ríos (Decreto 1169/05), Jujuy (Ley 4444), Misiones (Decreto 929/00), Río Negro (Ley 1829), Salta (Decreto 1574/02) y Tierra del Fuego (Ley 653).

En la Provincia del Neuquén, este derecho está reconocido en el artículo 25 de la Constitución provincial, el cual establece: “… No será trabado el libre acceso a las fuentes de información…”. Sin embargo, a la fecha, no existe una norma que regule este derecho fundamental. Es por ello que el presente proyecto de ley tiene como objeto reglamentar el Derecho de Acceso a la Información Pública  con la finalidad de permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz. 

El proyecto de ley evita que el pleno ejercicio del derecho de acceder a la información pública quede sujeto al arbitrio del funcionario y fija procedimientos, plazos, excepciones, sanciones y otras normas que atañen a la práctica concreta de dicho derecho. De ninguna manera, la ley que se propone, debe interpretarse como limitante de cualquier forma de información gubernamental que normalmente es accesible al público. Lo que pretende es garantizar que la información obtenida sea precisa, completa, actualizada y que no tienda deliberadamente a confundir a quien la solicita.

Es necesario aclarar que el instrumento legal por si solo no basta para asegurar la plena vigencia del derecho, siendo imprescindible complementarlo con estrategias de promoción del acceso a la información. Es necesario elevar en la sociedad neuquina la conciencia sobre el tema y sensibilizar a la ciudadanía y a los gestores de las respectivas políticas públicas. Es necesario crear una cultura de acceso a la información en la sociedad neuquina.

Debemos demostrar a la sociedad que el derecho de acceso a la información pública y la transparencia es mucho más que un discurso retórico, es un imperativo que debemos acreditar a la brevedad posible para recuperar 

la confianza de la ciudadanía en nuestras instituciones. Y por ende fortalecer la cualidad mentada, necesaria para el ejercicio de la democracia.     

Por todo lo expuesto, se solicita que los integrantes de esta Honorable Cámara el análisis y posterior aprobación de este proyecto de ley.
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Cómo hacer un pedido de Información Pública
Primera Fase

- 
Redactar un pedido de información. Sugerimos ser lo más claro y específico posible. No hacer muchas preguntas en un mismo pedido y asegurarse que no se está pidiendo información que la propia norma exceptúa de ser brindada. Por ejemplo, nombre y apellido de los funcionarios que trabajan en una determinada área ya que esto estaría protegido por la Ley de Datos Personales y por consiguiente exceptuado de la ley.

· Dirigir la solicitud a la mesa de entradas del organismo al cual se desea pedir información. Sugerimos poner el nombre del funcionario responsable del área a la cual se le solicita la información o el del responsable de acceso a la información que existe en dicho organismo. 

· Sugerimos indicar  su dirección,  su teléfono/s, su email y su nombre en el mismo pedido de información para que el gobierno pueda contactarlo una vez elaborada la respuesta. 

· El pedido debe estar firmado por Ud. 

· No es necesario justificar la razón del pedido.

· NO OLVIDAR de llevar dos copias de la solicitud, una para dejar en la entidad pública y otra que deberá ser sellada y firmada por el empleado público de la mesa de entradas de dicha entidad y luego devuelta a quien hace el pedido como constancia de la realización del mismo. En esta última, el empleado público debe obligatoriamente consignar la FECHA DE RECEPCIÓN de la nota.

· NO OLVIDAR que el ente público no puede cobrar ningún tipo de tasa o timbrado por la presentación del pedido, ya que el acceso a la información es completamente GRATUITO.



Segunda Fase


· La entidad pública cuenta con 10 DIAS HABILES (a nivel del Poder Ejecutivo Nacional y Ciudad Autónoma de Buenos Aires) para contestar el pedido. Este plazo puede prorrogarse por 10 días hábiles más si así lo requiere la entidad (para poder usar esta prórroga el ente público deberá comunicarlo POR ESCRITO antes del vencimiento del plazo y justificar el uso de la prórroga).

· La información es completamente gratuita. SOLAMENTE SE DEBE PAGAR POR LA REPRODUCCIÓN DE LA INFORMACIÓN (fotocopiado, por ejemplo). 

· El gobierno no tiene la obligación de producir información con la que no cuenta al momento de efectuarse el pedido. 

Qué hacer si no se obtiene una respuesta o la misma es incompleta
· Si la entidad no responde su pedido de información ya sea positiva o negativamente en el plazo correspondiente, usted puede interponer una acción judicial de amparo directamente ante el juez competente.

Tercera Fase

· Para iniciar un proceso judicial, primero deberá seleccionar una organización y consultar si posee un servicio jurídico gratuito (también puede recurrir a un abogado particular especializado en el tema, teniendo en cuenta que deberá abonarle sus honorarios profesionales).

· Seguidamente se sugiere solicitar un turno para tener una entrevista y presentar su caso. 

· Ya sea personalmente o telefónicamente, una persona de la organización lo atenderá y le hará una serie de preguntas para conocer mejor el tema. 

· Es recomendable llevar a la reunión una síntesis de la situación y la mayor cantidad de documentación e información posible. 

· Luego de la reunión y con la documentación entregada, la organización, especializada en el tema, realizará un nuevo pedido de información en su nombre que ud. deberá firmar como acto previo a la posible iniciación de acciones judiciales. En caso que hagan falta nuevos datos o información se le serán solicitados.

· En caso de que persista el silencio de la Administración, la organización realizará la correspondiente demanda judicial, realizará el seguimiento del expediente y lo pondrá al tanto de los resultados obtenidos en cada paso del mismo. 

La ADC presta este servicio gratuitamente. Contáctese con Ariel Romano Angel al mail aromano@adc.org.ar, o a los teléfonos (011) 5236 0555/7.
PUBLICIDAD OFICIAL

Asignación de la Publicidad Oficial

UNA NUEVA FORMA DE CENSURA INDIRECTA

Los tiempos en los que un autor, un periodista o un activista político eran censurados, agredidos o sus obras prohibidas han dejado paso a mecanismos más sutiles de intimidación y silencio. “En nuestros países, la censura ya se convirtió en un mecanismo sofisticado”, dice Roberto Saba, director ejecutivo de la Asociación por los Derechos Civiles (ADC).

Dentro de estas sutiles formas de censura se encuentran las presiones por medio de la distribución de la publicidad oficial. Estas prácticas consisten en asignar o retirar pautas publicitarias en función de objetivos personales o políticos; esto es, en usar recursos que el Estado posee para comunicar temas de interés publico con el fin de beneficiar a medios de comunicación “amigos” o para castigar a los críticos. 

Tal como lo ha sostenido la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión: “la obstrucción indirecta a través de la distribución de publicidad estatal actúa como un fuerte disuasivo de la libertad de expresión”.  El efecto inhibitorio es particularmente fuerte en países como el nuestro, donde la publicidad oficial es esencial para la supervivencia financiera de muchos medios de comunicación, sobre todo a nivel provincial.

“El primer problema es que la mayoría de las restricciones no están documentadas, no hay un control sistemático de este tipo de censura, ya que el foco estuvo históricamente puesto sobre los métodos tradicionales”.

Una encuesta del año 2005 a periodistas de medios latinoamericanos, permitió identificar los problemas más importantes relacionados con la censura a los medios. Entre ellos, aparecieron:


La asignación abusiva de publicidad oficial y las presiones ocultas sobre editores, dueños de medios y periodistas;


Castigos o premios por medio del otorgamiento de licencias de radio y televisión;


La presión sobre las agencias de publicidad para que no coloquen pauta en determinados medios, la orden a las mismas para que compren espacios en determinados periódicos y el uso con fines políticos de leyes financieras, tributarias, para sutilmente castigar a determinados medios;


La presión sobre imprentas privadas para que controlen y censuren el contenido de las publicaciones, las tarifas irrazonablemente altas para la inscripción de medios y la discriminación en el acceso a servicios de imprenta.

A esto debemos agregar todos los problemas de los que hemos venido hablando desde el inicio del cursado:


Concentración de la propiedad de los medios de comunicación, que debilita a los medios más chicos o independientes.


Concentración de anunciantes.


Debilidad financiera en medios chicos y regionales, que muchas veces dependen de la publicidad oficial para sobrevivir.


Relaciones estrechas entre poder político y medios de comunicación, que contamina la independencia.


Precarización laboral de los periodistas, que los coloca en un lugar muy débil, con escasa independencia.

Discriminación en la asignación de la publicidad oficial 

La asignación y el retiro de publicidad oficial por motivos políticos es una de las principales manifestaciones de la censura indirecta en la región. En 2006, la ADC realizó en encuentro en Buenos Aires con representantes de todos los países latinoamericanos. Allí se enumeraron diferentes formar de manipulación y discriminación relacionadas con la asignación de PO:


Adquiere dos formas: el otorgamiento de pauta oficial como “premio” para medios amigos y el retiro como “castigo” a las voces críticas.


Afecta más a los medios chicos y a los regionales, por su debilidad financiera.


Faltan regulaciones claras sobre la materia, lo que favorece la discrecionalidad en el otorgamiento de publicidad oficial y su uso con fines personales y políticos.


Es necesario que se sumen más actores de la sociedad civil al debate sobre este problema.


En general, a los medios les cuesta denunciarlo; la paradoja es que quieren hacerlo pero se abstienen porque temen aparecer como pidiéndole dinero al gobierno.

Algunos casos de experiencias latinoamericanas servirán para ver –en primer lugar- que no se trata de un problema exclusivo de Argentina y, por otro lado, cuáles son las diferentes formas de presión:

· Armando González, jefe de redacción del diario La Nación de Costa Rica contó que ese periódico sufrió el retiro de la publicidad oficial a fines de 2003 a causa de haber denunciado el financiamiento ilegal del entonces presidente costarricense. La negativa duró hasta el cambio de gobierno, en mayo de 2006. 

· Eduardo Ulibarri, del Instituto de Prensa y Libertad de Expresión de Costa Rica, habló de un fenómeno que se extiende en la región: los “periodistas empresarios” que deben pagarse sus espacios en radio o televisión. 

· Un caso particularmente llamativo es el de Colombia, donde muchos periodistas empleados en medios de comunicación directamente piden contribuciones en pauta publicitaria como condición para cubrir determinadas noticias, según contó Carlos Cortés, director ejecutivo de la Fundación para la Libertad de Prensa (FLIP). Los bajos salarios y las malas condiciones laborales contribuyen a generar estas situaciones, concluyeron los asistentes. 

José Luis Castellani, de la Asociación de la Prensa Uruguaya (APU) comentó que en su país se está discutiendo el tema de los criterios de asignación de la publicidad oficial y que necesariamente “tiene que haber una regulación”.

Benjamín Fernández, presidente del Instituto de Prensa y Libertad de Paraguay, contó que en su país hay una ley que prohíbe la inversión publicitaria de más de 300 dólares mensuales por parte de las oficinas públicas. No obstante, el gobierno ha logrado pasar ese tope, a través de las empresas de energía Yacyretá e Itaipú. “Nadie controla lo que gastan estas compañías públicas en publicidad en los medios, que representan el 50 por ciento del total. ¿Las consecuencias? Muchos medios de comunicación dependen de la pauta publicitaria de Itaipú”, dijo.

El periodista colombiano Javier Darío Restrepo, por su parte, planteó una propuesta provocativa: que el Estado no entregue pauta publicitaria. “Resultaría una prensa más pobre pero más independiente”, afirmó el experto en ética periodística. No todos los participantes estuvieron de acuerdo. Por ejemplo, Saba opinó que “el Estado tiene la responsabilidad de dar a conocer determinadas cuestiones de interés público. No podemos escapar a la necesidad pero sí podemos procurar que se haga de modo racional y no arbitrariamente”. 

Carlos Cortés, de Colombia, contó una experiencia positiva que tuvo lugar en Colombia. Se trata de los pactos de transparencia, que según contó el director de la FLIP, son acuerdos de voluntades suscritos por el alcalde municipal, el gobernador departamental o el director de una Corporación Autónoma Regional, por una parte, y por la otra la ciudadanía, a través de sus organizaciones representativas. 

Proyectos regionales
A partir de la experiencia de Tierra del Fuego, que aprobó una ley de regulación de la publicidad oficial en todo el ámbito de la provincia, Río Negro sancionó en diciembre de 2008 una norma
, a partir de un proyecto del Poder Ejecutivo provincial. 

Había en la cámara otras cuatro iniciativas con estado parlamentario -tres de la oposición
 y uno de la Defensora del Pueblo provincial-  que llevaban unos 20 meses esperando ser considerados. La iniciativa oficial estuvo apenas dos meses en la legislatura.
La norma aprobada reglamenta “la planificación, coordinación y autorización de espacios informativos o publicitarios” del Ejecutivo. Crea un registro de medios de comunicación en el ámbito de la Secretaría de Medios de la provincia. 

No fija formas transparentes de contratación (por ejemplo, por la vía de las licitaciones o compulsa de precios) y mantiene la centralización en un organismo (y una persona) que depende del Poder Ejecutivo.

En Neuquén aun no existen iniciativas de este tipo. Se pudo saber de fuentes bien informadas, que existe un proyecto oficial de regulación de la PO. El gobierno, a través de algunos de sus voceros, hizo saber que están interesados en llegar a una norma de este tipo.

Pero otras fuentes de la secretaría de Información Pública del Gobierno, aseguran que no existe consenso interno para hacerlo. Por ahora, el gobierno se niega a hablar del tema. Sin embargo, el proyecto de la diputada Soledad Martínez presentado en 2008, prevé la regulación de la PO. Claro que aún no hay voluntad política de parte del partido mayoritario de considerar una iniciativa de tal naturaleza.

PRINCIPIOS BÁSICOS

La ADC elaboró los Principios Básicos para la Regulación de la Publicidad Oficial, que fueron armados a partir del trabajo de organizaciones civiles en diferentes puntos del país. Aquí, en Neuquén, el tema se debatió en diversos talleres y las conclusiones forman parte de este trabajo presentado en todo el país en Octubre de 2006
. 

Esta es una síntesis de los principales postulados de este trabajo:

Principio 1

Objetivo de la Publicidad Oficial

La publicidad oficial debe ser entendida como un canal de comunicación entre el Estado y la población. Su propósito es: difundir las políticas, programas, servicios e iniciativas gubernamentales; facilitar el ejercicio de los derechos y promover el cumplimiento de los deberes de los ciudadanos; incidir en el comportamiento social y estimular la participación de la sociedad civil en la vida pública y, en general, informar sobre cualquier hecho que sea de relevancia pública. La producción y asignación de publicidad oficial debe regirse por los principios de transparencia, eficiencia y buen uso de los fondos públicos.

En una sociedad democrática los ciudadanos deben y tienen derecho a conocer las actividades oficiales, las políticas de gobierno y los servicios que presta el Estado. Esto se funda en el principio republicano de publicidad de los actos de gobierno. En este sentido, la publicidad oficial también es un mecanismo que sirve para dar visibilidad y transparencia a las acciones del gobierno y a las instituciones. 

Por este motivo, la publicidad oficial debe ser clara, objetiva, fácil de entender por la población, necesaria, útil y relevante para el público. El gobierno debe usar los medios, soportes y formatos que mejor garanticen el acceso y la difusión de la información a la mayoría de la población o a la porción relevante, de acuerdo al propósito y características de cada campaña. 

Principio 2

Necesidad de regulación legal

La falta de lineamientos legales claros y concretos atenta contra la transparencia y favorece la discrecionalidad en materia de publicidad oficial. 

En general, las diferentes etapas vinculadas a la producción, asignación y control –así como los organismos encargados de llevarlas a cabo- no cuentan con regulaciones claras y adecuadas a nivel nacional, provincial y local. Por el contrario, muchas veces estos mecanismos se delinean de manera informal según la voluntad de los distintos funcionarios a cargo. Esta situación genera un marco en el cual la publicidad oficial puede ser utilizada políticamente para interferir con la libertad e independencia de los medios, en franca violación a la libertad de expresión.

Es necesario, por lo tanto, que se dicte una legislación clara y específica a nivel nacional y local que establezca un marco sólido para la producción, distribución y control de la publicidad del sector público. La legislación, además, debe incluir sanciones apropiadas para la violación de sus disposiciones, así como recursos adecuados que permitan a los actores involucrados impugnar asignaciones ilegales de publicidad oficial.

Principio 3

Distribución no discrecional

Debe establecerse un mecanismo para la contratación y distribución de la publicidad oficial que tenga por objeto reducir la discrecionalidad, evitar la sospecha de favoritismos políticos  e impedir actos de corrupción.

Tal como ha sostenido la Relatoría para la Libertad de Expresión
, “no existe un derecho intrínseco a recibir recursos del Estado por publicidad. Solo cuando el Estado asigna estos recursos en forma discriminatoria se viola el derecho fundamental a la libre expresión. Un Estado podría negarle a todos los medios de comunicación, pero no puede negarle ese ingreso solo a algunos medios con base en criterios discriminatorios”. 

La asignación de publicidad oficial en los diferentes medios de comunicación debe responder a criterios claros y transparentes. Debe buscarse la efectividad del mensaje –esto es, que el mensaje efectivamente llegue a las audiencias a las que busca impactar- y la racionalidad en el uso de los fondos públicos.

Estos criterios deberían incluir y evaluar distintos factores, tales como:

1) Perfil del medio y el público al que va destinada la campaña (perfil socioeconómico, etario y de género, cobertura geográfica, etc.). 

2) Precios 

3) Medición de circulación para los medios gráficos o audiencia en el caso de televisión, radio e Internet (usando datos de circulación confiables e independientes).

4) Otras consideraciones relevantes, que deben ser claramente expuestas. 

Principio 4

Descentralización

La responsabilidad por el manejo de la publicidad oficial debería descentralizarse para que no esté solo en manos de funcionarios nombrados políticamente, como secretarios de medios, sino de organismos o funcionarios técnicos. La experiencia en el país ha demostrado que dejar librado el manejo de los fondos de la publicidad a funcionarios políticos que dependen directamente del Poder Ejecutivo promueve la discrecionalidad y el favoritismo.

Los funcionarios políticos –como los secretarios de medios- pueden estar involucrados en el momento de decidir los objetivos y características generales de las campañas, pero deberían dejar el diseño y el manejo diario a especialistas idóneos para la tarea. De este modo, sería conveniente que organismos o funcionarios técnicos estén a cargo de la planificación, definición de las campañas, la contratación de las agencias de publicidad y la colocación de las publicidades a pedido de los diferentes organismos y secretarías del gobierno. 

Principio 5

Transparencia

Todos los ciudadanos tienen derecho a conocer los gastos efectuados en publicidad oficial, que se financian con fondos públicos. La ley debe establecer mecanismos que promuevan la transparencia en el otorgamiento de estos fondos y que garanticen el fácil acceso a esta información por parte del público en general.

Esta información debería incluir:

1- Los presupuestos aprobados de publicidad, que deberían publicarse en Internet (en los sitios web de cada organismo o en un sitio centralizado). La ley debe exigir que los gobiernos realicen una adecuada planificación presupuestaria para el año y los presupuestos deben estar justificados en términos de campañas publicitarias fundadas en objetivos y necesidades reales de comunicación. 

2- Información puntual sobre la contratación de la publicidad durante todas las etapas del proceso, publicada en las versiones impresas y online de los respectivos boletines oficiales de cada entidad gubernamental y en sitios web de libre acceso al público. 

3-  Informes detallados y periódicos de los gastos efectuados en publicidad. La información en este rubro debería incluir: gastos por organismo, gastos por tipo de medio, procedimientos utilizados para asignar los contratos respectivos y datos precisos sobre cada campaña importante (objetivos, monto, duración, medios pautados, agencias involucradas, resultados en los casos en se haga una evaluación posterior, etc.).

4- La información sobre todos los contratos de publicidad es información pública y debería estar disponible para cualquier interesado a través de Internet, ya sea en los sitios de los organismos que publicitan, o en un sitio web centralizado. 


5- Tratándose de fondos públicos cuyo gasto debe estar justificado, es recomendable que se efectúen evaluaciones técnicas posteriores para medir el resultado de las campañas, y que dichos informes sean publicados en Internet. 

Principio 6

Control externo adecuado
Los gobiernos deben rendir cuentas al público sobre los gastos efectuados y el modo en que son empleados los recursos de publicidad oficial. Para eso es necesario que se establezcan claros mecanismos de control externo.

En primer lugar, los organismos de auditoría que dependen del Poder Legislativo, tales como tribunales de cuentas a nivel municipal y provincial y la Auditoria General de la Nación (AGN) deberían realizar y publicar una auditoria anual de gastos y prácticas en la publicidad oficial. Estas auditorías deberían incluir los presupuestos, los mecanismos utilizados para asignar la publicidad oficial y los gastos totales en tal concepto.

Otras formas de censura

Vale la pena aclarar que alertar sobre los mecanismos de interferencia que utiliza el Estado a través del uso de la publicidad oficial no implica desconocer otras situaciones que atentan contra la libre expresión de ideas y la pluralidad informativa. En primer lugar, no se pueden subestimar las presiones impuestas por los anunciantes privados, que con frecuencia intentan frenar las críticas de los medios a través de la colocación o retiro de pautas publicitarias. La debilidad económica de muchos medios –sobre todo los más chicos- los hace especialmente vulnerables y acentúa el poder que tienen las empresas para condicionar los contenidos informativos. Pero, además, muchas empresas periodísticas forman parte de grandes conglomerados con intereses en diversas áreas de la economía, lo que socava la real independencia de los medios al momento de cubrir determinados temas en los que tienen negocios involucrados.  

UNA EXPERIENCIA LOCAL

El Sindicato de Prensa de Neuquén, la Cooperativa de Trabajo para la Comunicación (8300), la asociación civil Convocatoria Neuquina y la Asociación por los Derechos Civiles (ADC), presentaron en marzo de 2007 un recurso de amparo
 con el patrocinio de ADC a través del abogado local Sergio Mayorga.

Fue luego de haber agotado todos los recursos administrativos para que el Poder Ejecutivo respondiera alguna de las 25 notas solicitando información sobre los montos de publicidad oficial contratados durante los años 2004, 2005 y el primer semestre de 2006
, las campañas contratadas, los montos por medio y los criterios de asignación de esas pautas
. Cuatro de esta notas, fueron pedidos de pronto despacho. 
En el amparo se planteó que la no entrega de la información requerida “configura una actitud manifiestamente ilegal y viola los artículos 14 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional; tratados internacionales de derechos humanos de jerarquía constitucional (Art. 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo 19 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos)”.

La presentación tuvo sentencia favorable el 28 de mayo de 2007. En su fallo, la jueza civil Julia Beatriz Buisson de Baggio destacó que se consideró que el derecho a la información pública –base fundamental de una democracia participativa- “pertenece no sólo a la Prensa y los órganos de control, sino también a todo ciudadano interesado en la cosa pública”, por lo que constituye “la directa aplicación del principio republicano  de  publicidad de los actos”. 

En su dictamen, la jueza coincide en que la falta de información de parte de la Administración Pública “lesiona los derechos y principios a que se ha hecho referencia, por lo que nos encontramos ante una omisión lesiva”. 

El juzgado civil 4 de Neuquén capital, le dio al Ejecutivo Provincial un plazo de 60 días para entregar la información requerida.  Este fallo fue apelado por el gobierno el 4 de junio de 2007 ante la Cámara Civil II de la ciudad de Neuquén.

El 12 de Julio de 2007, la Sala II integrada por los abogados Federico Gigena Basombrío y Luis Silva Zambrano, resolvió ratificar el fallo en primera instancia de Buisson de Baggio.  

La Cámara consideró que los hechos que forman parte de la demanda original “diáfanamente exponen una denegación estadual, y, por ello mismo, que el objeto que persiguen los demandantes con la presente acción, es obtener una condena del Estado provincial a brindar la información, o sea un interés que no se conforma en la mera orden del juez para que (la Administración) “despache las actuaciones” en un tiempo prudencial (art. 26, 2º párrafo de la Ley 1981)”.  

En esta oportunidad, el gobierno no apeló la sentencia y respondió la demanda el 7 de noviembre de 2007 a través de la Fiscalía de Estado de la gobernación. Lo hizo presentando un escrito que se analiza a continuación, acompañado de dos biblioratos con copias de los avisos gráficos publicados por el gobierno en diferentes medios regionales y nacionales correspondientes a todo el año 2005 y el primer semestre del 2006; cajas con videocasetes con copias de las piezas para televisión elaboradas para el gobierno neuquino, y varios sidís con piezas de radio.

El escrito de la Fiscalía fue rechazado por las organizaciones por considerar que la provincia de Neuquén incumplía en informar “el total presupuestado y aprobado para publicidad oficial durante los períodos 2004, 2005 y primer semestre del 2006”; por no informar cuáles habían sido las campañas presupuestadas para los años 2004, 2005 y primer semestre de 2006, ni los montos detallados de cada año; ni cuáles los criterios para la asignación de la pauta.

La información que brindó el gobierno daba cuenta de los siguientes montos generales de contratación de Publicidad Oficial

	
	2004
	2005
	2006 

Primer semestre

	Publicidad en medios nacionales
	10.634.194
	17.165.868
	16.333.640,27



	Publicidad en medios regionales

	15.751.042
	20.536.677
	7.241.950,70



	Total
	26.385.236


	37.702.545


	23.575.590,7




Fuente: Elaboración propia con datos del gobierno provincial

Había una discriminación por tipo de medio (radio, televisión, gráfica e internet), tal como se tal como se muestra en el siguiente detalle:

	Año 2004
	Radio
	Televisión
	Gráfica
	Cartelería
	Internet

	Medios Regionales
	7.576.068,80
	3.927.569,38
	2.899.060,61
	1.345.605,10
	102.740

	Medios Nacionales
	358.200
	4.397.687
	4.377.962,61
	1.237.105,09
	263.240


	Año 2005
	Radio
	Televisión
	Gráfica
	Cartelería
	Internet

	Medios Regionales
	8.897.029,75
	7.197.303,39
	2.842.045,55
	1.533.800
	66.500

	Medios Nacionales
	737.126
	7.744.398
	5.375.789,55
	3.053.155
	255.400


	Año 2006 (primer semestre)
	Radio
	Televisión
	Gráfica
	Cartelería
	Internet

	Medios Regionales
	8.211.071,07
	4.027.823,13
	2.358.404,07
	1.677.542
	58.800

	Medios Nacionales
	1.267.347
	3.379.067
	2.577.678,23
	1.658,472
	16.200


Fuente: elaboración propia con datos del gobierno provincial

Sin embargo, las organizaciones objetaron que dichos montos aparecieran sin respaldo documental a la vista. Tampoco hubo un detalle de gasto de publicidad pormenorizado por semestre durante los tres períodos mencionados, tal como se había solicitado oportunamente. Ni el detalle de las campañas publicitarias planificadas con fondos públicos en cada uno de los años analizados. 

Otro de los olvidos de parte del gobierno, fue acerca de los criterios usados para asignar la pauta. 

Con fecha 9 de enero de 2008 –y ya en la gestión del nuevo gobierno de Jorge Sapag- la fiscalía de Estado respondió nuevamente a través del juzgado civil 4 y, por primera vez desde el inicio de la causa, dio a conocer los primeros datos completos sobre montos de contratación de avisos publicitarios, tal como venían solicitando en la causa civil las organizaciones patrocinantes del amparo.  

Las organizaciones accedieron a esa información el 19 de febrero de 2008, cuando la jueza “corrió traslado” de la documentación.

En doce páginas, el documentó desgranó un detalle completo de los medios y programas contratados durante los años 2004 y 2005, con los montos de cada una de las contrataciones, discriminados los gastos por semestres. Además, consta el detalle por tipo de medio (radio, televisión, gráfica, vía pública, Internet) y por alcance (regional y nacional), lo que en los hechos, cumple con lo reclamado por las organizaciones. 

Si bien en el informe anterior se había informado que la inversión total en materia de PO para el primer semestre de 2006 era de 23.575.590,7 pesos, en esta ocasión no se incluyeron los datos discriminados correspondientes a ese período.

Pese a que se trató de la primera vez que se contaba con datos oficiales completos, las organizaciones promotoras del amparo consideraron incompleta la información y el 26 de febrero presentaron una respuesta a la jueza civil indicando los siguientes puntos:

· No todas las áreas del Ejecutivo provincial solicitaron campañas publicitarias, sino sólo algunas, con lo cual la información reclamada es aún parcial.

· Cuáles fueron los criterios de asignación de la pauta. Ese punto, sigue siendo un misterio para las organizaciones. 

· Los datos concretos de contratación por parte del gobierno, permiten verificar un importante crecimiento de la inversión destinada a publicidad oficial, que se vuelven críticos si se comparan con los datos de los tres primeros años de la década publicados en el Informe “Una Censura Sutil”.

· Se observa así que la pauta creció 30 veces desde 2005 con respecto a 2001, pasando desde los 1,5 millón de pesos, hasta más de 37,7 en 2005, de acuerdo con la evolución que muestran el cuadro y el gráfico siguientes 

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	Publicidad en medios nacionales
	Sin datos desagregados
	Sin datos desagregados
	Sin datos desagregados
	10.634.194
	17.165.868

	Publicidad en medios regionales
	Sin datos desagregados
	Sin datos desagregados
	Sin datos desagregados
	15.751.042
	20.536.677

	TOTAL
	1.500.000
	5.300.000
	12.100.000
	26.385.236
	37.702.545


Fuente: elaboración propia con datos del gobierno de la provincia de Neuquén.
Asignación de publicidad al grupo Schroeder

Otras de las tendencias que se consolidaron –y que fueron parte del informe sobre la situación en Neuquén de UCS- es la atribución desproporcionada de publicidad oficial a los medios del grupo Shcroeder. Los datos de 2004 y 2005 ofrecidos por el gobierno neuquino, permiten ver cómo uno de sus productos principales (el diario La Mañana Neuquén) pasó de los 334 mil pesos en 2002 a 1,9 millones en 2004 y 1,7 en 2005, lo que implicó sextuplicar la pauta.

Durante los dos años analizados, el diario Río Negro recibió 907.101 pesos de publicidad del gobierno, según la información oficial. La Mañana Neuquén, en cambio, percibió 3.697.831 pesos. Cuatro veces más. 

Según datos del Instituto Verificador de Circulaciones, el diario Río Negro tiene una circulación neta pagada para el día domingo de 48.902 ejemplares promedio en marzo de 2008. La circulación neta pagada de lunes a domingo, con datos de marzo de 2008, es de 33.638 ejemplares en promedio. El diario La Mañana Neuquén, no figura en el IVC por no estar inscripto. 
La pauta asignada al diario La Mañana representa el 64 por ciento del total del dinero destinado a publicidad gráfica regional durante el 2004 y el 2005.

La radio de amplitud modulada LU5 Radio Neuquén, pasó de 31 mil pesos que recibió en concepto de PO en 2001, a 1,2 millón en 2005. Cuarenta veces más.

Si se suman las radios FM Ciudad y Pachá del mismo grupo, se puede ver que lo que recibieron las radios AM y FM del grupo, fue el 24 por ciento del total del dinero que gastó el gobierno en PO durante 2004 y 2005, dentro de un universo de más de 150 radios y productoras radiales de toda la provincia.

Además, a nivel nacional el grupo participa de la Red Celeste y Blanca propietaria de LR5 radio La Red-Excelsior y FM Gen que recibió como productora de televisión 40.000 pesos durante los años analizados.

Durante los años 2004 y 2005 los medios del grupo (La Mañana Neuquén, LU5 Radio Neuquén, FM Ciudad y FM Pachá) fueron los más beneficiados con la asignación presupuestaria de publicidad oficial con más de 7,7 millones de pesos.

En forma paralela, la inversión en medios nacionales saltó de 10 millones a 17. Casi un 70 por ciento. La pauta en medios nacionales también creció en proporción al total de la torta publicitaria: en 2004 era del 40 por ciento y pasó al 46 un año después. 

Según los datos del 2006 –que corresponden sólo al primer semestre- se verifica que llegan a casi el valor total de toda la inversión del año 2005. Una proyección de los valores permitiría inferir que la pauta para ese año pudo haber superado holgadamente a la del año anterior y hasta podría triplicar a la del 2004. Pero la falta de información oficial impide confirmarlo.

El 19 de marzo de 2008, las organizaciones que llevan adelante el amparo presentaron un nuevo pedido de informes a la subsecretaría de Información Pública de la Provincia, esta vez sobre el gasto para el segundo semestre de 2006 y todo el año 2007.  Y el 10 de abril, otra nota a la subsecretaría de Información Pública solicitando el mismo detalle de información, pero esta vez para el período comprendido entre el 10 de diciembre de 2007 hasta el 31 de marzo de 2008. Es decir, los tres primeros meses de gestión del actual gobierno de Jorge Sapag en la provincia. Esos pedidos no fueron respondidos.
� Extracto del artículo Publicidad Oficial y Acceso a la Información en la región. De eso no se habla. Revista Fadecs, 2009.


� Constitución de la Nación Argentina. Sancionada por el Congreso General Constituyente de 1853, y reformada en los años 1860, 1866, 1898, 1957 y 1994, durante el gobierno de Carlos Menem. Se puede acceder a una versión digital en � HYPERLINK "http://www.senado.gov.ar/web/interes/constitucion/cuerpo1.php" ��http://www.senado.gov.ar/web/interes/constitucion/cuerpo1.php�


� También conocida como “Convención Americana sobre Derechos Humanos”. Pacto de San José de Costa Rica. Noviembre de 1969.


� El proyecto de acceso a la información era tratado en la Comisión la Comisión de Asuntos Constitucionales, que presidía la entonces senadora Cristina Fernández de Kirchner.


� Manual Regional de Acceso a la Información Pública. Asociación por los Derechos Civiles (ADC) y Article XIX. Buenos Aires, 2006. � HYPERLINK "http://www.adc.org.ar/sw_seccion.php?id=0&p=6&id_categoria=8" ��http://www.adc.org.ar/sw_seccion.php?id=0&p=6&id_categoria=8�


� Se trató de una actitud muy parecida a la que adoptó el ex presidente de la nación y titular del Partido Justicialista, Néstor Kirchner, en medio del conflicto del campo. Durante las conferencias de prensa que ofreció en esos días de 2008, respondía las preguntas de los periodistas luego de criticar al medio para el cual estaban trabajando.


� Extracto del artículo Publicidad Oficial y Acceso a la Información en la región. De eso no se habla. Revista Fadecs, 2009.


� La ley 12475 del año 2000, es una norma que permite acceder a “documentos administrativos” solamente a aquellas personas físicas o jurídicas que puedan exhibir un “interés legítimo”. Sostiene que cualquier requerimiento de información “debe ser fundada”. Se trata de una clara violación de manda constitucional y los tratados internacionales que garantizan el libre acceso. Por eso, en 2004, el gobierno de la provincia sancionó el decreto 2549 que remedia esta situación “hasta tanto se sancione, promulgue y reglamente un nuevo régimen legal de acceso a información pública”. El decreto asegura ahora que “toda persona física o jurídica tiene derecho de acceso a documentos administrativos de naturaleza pública correspondientes a organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo jurisdicción del Poder Ejecutivo”. 


� Se convirtió en la Ley 932/08.


� Se trata de los proyectos del diputado provincial Fabián Gatti (Bloque Encuentro), la diputada Magdalenda Odarda (ARI) y el diputado Carlos Peralta (PJ). Estas iniciativas esperaban ser dabatidas desde marzo de 2007. El proyecto oficial fue presentado en octubre de 2008 y aprobado el 20 de diciembre de ese año.


� Principios básicos para la regulación de la Publicidad Oficial. Asociación por los Derechos Civiles (ADC). Buenos Aires, Octubre de 2006.


� Informe Relatoría 2003.


� Expediente 349552, Poder Judicial de la provincia de Neuquén.


� La información requerida fue: Total presupuestado y aprobado para publicidad por cada poder del Estado, durante los períodos 2004, 2005 y el primer semestre del 2006; Gasto total de publicidad ejecutado en medios gráficos, radiales, televisivos, cinematográficos, sitios de internet y en la vía pública, tanto a nivel regional como nacional. También se solicitó un desglose en forma pormenorizada por semestre, durante los tres períodos mencionados. La totalidad de los fondos destinados a publicidad detallada por medio y según el rubro: medios gráficos, radiales, televisivos, cinematográficos, sitios de internet y vía pública, durante los tres períodos mencionados. Y cuáles fueron los criterios utilizados para realizar la asignación de la pauta publicitaria.


� Los pedidos de informes fueron realizados a Neuquén Tur (una solicitud el 18 de setiembre de 2006); Banco Provincia de Neuquén S.A. (una solicitud el 18 de septiembre de 2006); Agencia de Desarrollo Urbano Sustentable (Una solicitud el 30 de agosto de 2006 y un pedido de pronto despacho el 19 de enero de 2007); secretaría de Estado de Juventud y Deportes (una solicitud el 23 de agosto de 2006); Lotería La Neuquina (una solicitud el 18 de setiembre de 2006); Ente Provincial de Energía de Neuquén (una solicitud el 29 de agosto de 2006); Ente Provincial de Agua y Saneamiento (una solicitud el 29 de agosto); ministerio de Producción y Turismo (una solicitud el 23 de agosto de 2006 y un pronto despacho el 19 de enero de 2007); Municipalidad de Neuquén (una solicitud el 29 de agosto); Poder Judicial de la provincia de Neuquén (dos solicitudes el 24 de Julio y el 3 de agosto de 2006); secretaría General de la Gobernación (dos solicitudes: 24 de Julio de 2006 y 29 de agosto de 2006); Legislatura de la provincia de Neuquén (4 solicitudes de información el 24 de Julio, el 3 de agosto, 29 de agosto y 20 de septiembre de 2006) y secretaría de Estado de Comunicación (3 solicitudes el 24 de Julio de 2006, el 29 de agosto de 2006 y el 28 de septiembre de 2006 y dos pronto despacho: el 31 de octubre de 2006 y el 28 de diciembre de 2006).


� Así denomina el gobierno a los medios de la provincia de Neuquén y de Río Negro.
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